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INFORME No. 107/13
PETICIÓN 89-00
INADMISIBILIDAD

ALFREDO ARRESSE Y OTROS

(EX AGENTES DE LA GERENCIA DE HIPÓDROMOS DE LA LOTERÍA NACIONAL)
ARGENTINA

5 de noviembre de 2013
I. RESUMEN

1. El 18 de febrero del 2000 una petición fue presentada por los hermanos Carlos Humberto, Carlos Javier y Diego Humberto Spaventa (en adelante “los peticionarios”) en la Delegación Permanente de la OEA en Argentina, que fue transmitida a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “la CIDH”) el 3 de marzo de 2000, en la cual se alega la responsabilidad internacional de la República de Argentina (en adelante “el Estado” o “Argentina”) por presunta discriminación, arbitrariedad y falta de decisión de la cuestión reclamada, en un proceso judicial de nulidad y revocatoria contra una Resolución administrativa que afectaría los derechos de 484 ex empleados de la Gerencia de Hipódromos de la Lotería Nacional
, entidad dependiente del Ministerio de Salud Pública y Acción Social (en adelante “las presuntas víctimas”).  
2. Los peticionarios alegan la eventual violación de los derechos a las garantías judiciales, la propiedad privada, la igualdad ante la ley y la protección judicial de las presuntas víctimas consagrados en los artículos 8, 21, 24 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención Americana”), así como de la obligación de respetar y garantizar los derechos prevista en su artículo 1.1.  Asimismo, alegan la presunta violación del artículo 7.a) del Protocolo Adicional a la Convención Americana de Derecho Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (en adelante “Protocolo de San Salvador”).  El Estado alega que los reclamos son inadmisibles porque no caracterizan violación a la Convención Americana y sostiene que la CIDH no es un tribunal de alzada.  

3. Sin prejuzgar sobre el fondo de la denuncia, tras analizar las posiciones de las partes y el cumplimiento con los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decidió que el reclamo es inadmisible por incumplimiento del requisito previsto en el artículo 47.a) de la Convención Americana, en relación al artículo 46.1.b) al no haberse agotado debidamente los recursos de la jurisdicción interna.  Asimismo, decidió notificar esta decisión a las partes, y publicarla e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.

II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN
4. La petición fue transmitida a la CIDH el 3 de marzo de 2000 y registrada bajo el número 89-00.  El 10 de enero de 2002 se trasladaron las partes pertinentes al Estado, para sus observaciones.  El Estado presentó sus observaciones el 26 de abril de 2002, el 5 de marzo de 2002, el 21 de septiembre de 2005 y el 7 de noviembre de 2006, las cuales fueron trasladadas a los peticionarios.  Los peticionarios presentaron sus observaciones el 2 de julio de 2002 e información adicional el 17 de febrero de 2004 y el 21 de julio de 2006, las que fueron trasladadas al Estado.  Los peticionarios enviaron solicitudes para la emisión del informe sobre la admisibilidad en mayo y noviembre de 2009, noviembre de 2010 y enero de 2011.  El 12 de agosto de 2013 la CIDH solicitó información actualizada a ambas partes.  Los peticionarios respondieron el 20 de agosto de 2013, respuesta que fue trasladada para conocimiento del Estado.  El 12 de septiembre de 2013 el Estado solicitó una prórroga la cual le fue otorgada.  A la fecha de aprobación del presente informe no se había recibido la respuesta del Estado.
III. POSICIONES DE LAS PARTES

A.
Posición de los peticionarios
5. Como antecedentes los peticionarios indican que la Lotería Nacional que depende del Ministerio de Salud y Acción Social tiene dos gerencias: una que administra los casinos estatales y otra, los hipódromos.  Indica que el personal de la Lotería Nacional, recibe premios o bonificaciones a la productividad
 que al formar parte de su salario, estarían sujetas a tributación previsional o jubilatoria.  La tributación previsional sobre el premio consta de contribuciones del empleador de un porcentaje del salario (aporte patronal) y de aportes del empleado (aporte personal).  Indican que la Lotería Nacional hizo que los trabajadores pagaran además la contribución patronal entre el 1˚ de junio de 1975 y el 30 de septiembre de 1980, y desde el 1˚ de septiembre de 1984 hasta el 30 de noviembre de 1986.  

6. Indican que el 10 de diciembre de 1975 la Asociación Gremial del Personal de Hipódromos habrían interpuesto un recurso administrativo ante la Lotería Nacional para la suspensión del descuento indebido y el reintegro de los aportes previsionales patronales (expediente No. 385.649-75).  Indica que desde entonces la Asociación Gremial continuó de forma ininterrumpida peticionando la suspensión y el reintegro.

7. Los empleados de Casinos habrían interpuesto una acción judicial (Abalde y otros contra el Estado Nacional) y como parte de un acuerdo conciliatorio en 1976 se dictó la Ley 19304 que modificó parcialmente la Ley previsional 18037.  La Corte Suprema de Justicia de la Nación (CSJN) habría declarado inconstitucional el inciso a) del artículo 10 de la Ley 18037 (Abruza y otros contra el Estado Nacional) y en 1984 la Cámara Nacional de Apelaciones habría ordenado “la devolución de las sumas retenidas a los actores en concepto de contribución patronal”.  Alegan que entre la modificatoria de la Ley y la sentencia Abruza los empleados públicos y en particular los agentes de Casinos quedaron obligados sólo al pago del aporte personal.  En 1986 el Poder Ejecutivo habría dictado el Decreto No. 1327/86 que habría reconocido el reintegro a los agentes de la Administración Central de la Lotería Nacional de los importes retenidos como contribución patronal.

8. Señalan que las 484 presuntas víctimas, ex agentes de Hipódromos, habrían cesado en sus funciones el 20 de mayo de 1987.
9. Alegan que como consecuencia de las citadas gestiones, el 12 de abril de 1988 el Ministerio de Salud y Acción Social y el Secretario de la Función Pública de la Presidencia de la Nación dictaron las Resoluciones Conjuntas 77/88 y 78/88 referidas al personal de Hipódromos que habrían dispuesto el reconocimiento de legítimo abono de los descuentos por concepto de contribución patronal al personal consignado en el Anexo 1 de las Resoluciones (el cual consignaría sólo al personal en actividad) y autorizado la devolución de las sumas retenidas, en aplicación de la ley más favorable al trabajador, a saber el artículo 4023 del Código Civil, que establece un plazo prescriptivo de 10 años
.  

10. Alegan que dichas Resoluciones habrían indicado que: (i) la Asociación Gremial solicitó la suspensión y devolución de los citados descuentos el 10 de diciembre de 1975 mediante expediente No. 385.694-75; (ii) la Secretaría Legal y Técnica de la Presidencia de la Nación dictaminó que corresponde el reconocimiento de legítimo abono a los créditos; (iii) en 1987 la Procuración del Tesoro de la Nación dictaminó que resulta admisible la petición formulada por la citada Asociación, extendiendo también su aplicación al personal que presta servicios como mensualizado y que se encuentra comprendido en la CCT No. 67/75; (iv) la "bonificación a la productividad" constituye una remuneración variable y habitual; (v) el inicio de los descuentos se remonta al 1˚ de junio de 1975; y (vi) el Decreto No. 1327/86 resolvió una situación similar con respecto a los agentes de la Administración Central y la Gerencia de Casinos.

11. Las citadas Resoluciones habrían sido ratificadas mediante el Decreto No. 712/88.  Los peticionarios alegan que mediante las Resoluciones y este Decreto el Estado habría reconocido que adeuda las sumas reclamadas por las presuntas víctimas y serían la causa de su obligación de pagarles.  

12. Alegan que en 1989 las presuntas víctimas habrían presentado reclamaciones administrativas individuales a partir de la que se forma el expediente No. 390.935-89 ante la Dirección de Lotería Nacional, para el reintegro de los aportes retenidos durante los periodos citados, argumentando que en igualdad de derechos y condiciones (como los agentes y ex agentes de Casinos y agentes de Hipódromos) ellos serían los únicos que no gozan del reintegro.

13. Los reclamos administrativos habrían sido desestimados mediante Resolución Ministerial de No. 936 de 24 de mayo de 1989 al argumentar que “pese al reconocimiento de derecho que surge de la Resolución Conjunta No. 78/88, no figuró en los listados Anexos de la misma”.  Alegan que el análisis de las autoridades se habría realizado en base al Informe de la Dirección General de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Salud y Acción Social que indicaría que “sin entrar en la consideración jurídica de la naturaleza y eventual legitimidad del reclamo deducido en estos obrados, debe señalarse que […] no se dispone de los recursos genuinos indispensables para afrontar los gastos que originarán las erogaciones derivadas de la atención de lo peticionado”.  Alegan que esto no constituye justificación legal de la desestimación de sus peticiones.
14. Alegan que el Poder Ejecutivo habría cometido tres violaciones contra las presuntas víctimas, a saber: (i) la retención de la contribución patronal; (ii) la falta de devolución de dicha retención a los ex agentes de Hipódromos mediante las Resoluciones Conjuntas y el Decreto No. 712/88; y (iii) no decidir el fondo de la cuestión mediante la Resolución No. 936/89.

15. Señalan que dentro del expediente No. 390.935-89 la Lotería Nacional habría elaborado un proyecto de Decreto y habría promovido su sanción para incluir, en los anexos de las Resoluciones Conjuntas y del Decreto No. 712/88, a las presuntas víctimas.  Indican que el 9 marzo de 1989 el Presidente de hipódromos se dirigió a Presidente de Loterías, expresando la justificación de dicho proyecto, en que “correspondía regularizar la situación de los agentes que habían cesado en sus funciones por distintos motivos […] y que tienen derecho a la percepción de las sumas de que se trata
”.  Alegan que ese mismo día, el Presidente de Loterías se dirigió al Ministro de Salud y Acción Social expresando además que los agentes cesados “tienen derecho a la percepción de las sumas que se trata”.  Los peticionarios consideran que estos pronunciamientos constituyen un reconocimiento de su derecho.

16. Alegan que “para demandar al Estado Nacional se requiere acreditar haber agotado el reclamo administrativo previo” y que con éste se tuvo por habilitada la instancia judicial.  En base al principio de igualdad ante la ley, el 21 de junio de 1989, las presuntas víctimas habrían demandado judicialmente la nulidad y la revocatoria de la Resolución administrativa No. 936 ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia del Trabajo No. 59 (Palamara y otros contra el Estado Nacional) al no haber decidido el derecho, el cual resolvió el 29 de agosto de 1997, declarando la excepción de prescripción de la acción invocada por la demandada
.  

17. El juzgado habría decidido que, al estar la relación laboral regida por los convenios colectivos, resulta aplicable el plazo prescriptivo del artículo 256 de la Ley de Contrato de Trabajo (LCT) y dado que “los actores reclaman la devolución de los importes retenidos […] por el lapso comprendido entre el 1.6.75 y el 20.11.80 y entre el 1.11.84 y el 30.11.86.  Teniendo en cuenta que la interposición de la demanda fue el 21 de junio de 1989, cabe concluir que los créditos reclamados se hallan prescriptos”.  Al respecto, alegan que el Juzgado no habría valorado las pruebas presentadas y que no habría decidido sobre lo demandado, a saber: la nulidad y revocatoria de la Resolución administrativa.  Alegan que los actores no fundaron su demanda en normas del convenio colectivo, sino en normas de derecho administrativo y que al Poder Judicial no se le solicitó un reconocimiento de los créditos.  Asimismo, alegan que el juez invierte la carga de la prueba porque “pone en cabeza de los ex agentes reclamantes tener que demostrar que sus créditos no se hallaban prescritos” cuando es el demandado el que debe acreditar esto, al ser el que opuso esta defensa.

18. Mediante la apelación presentada por las presuntas víctimas el 3 de agosto de 1998 ante la Sala II de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo de la Capital Federal se confirmó la sentencia de primera instancia
.  El recurso extraordinario presentado ante la CSJN habría sido denegado por la misma Sala II, la cual habría considerado que no se configuraban los supuestos de los artículos 14 y 15 de la Ley 48
.  El recurso de queja presentado contra dicha denegatoria, se habría declarado inadmisible, mediante decisión de 19 de agosto de 1999, notificada el 2 de septiembre del mismo año.  Los peticionarios alegan haber agotado los recursos internos disponibles.

19. Alegan que habrían sido discriminados en razón de que ya eran ex empleados.  Sostienen que el Estado habría otorgado un trato desigual a las presuntas víctimas al reconocer el derecho al reintegro y proceder a su pago respecto de los ex empleados de Casinos, en tanto que el mismo derecho y pago les fue negado a las presuntas víctimas en instancia judicial, bajo el argumento de la prescripción extintiva.  Al respecto, señalan que los hechos podrían caracterizar una violación del artículo 24 de la Convención Americana.  
20. Frente al alegato del Estado en relación a que los peticionarios solicitaron que se aplique por analogía una solución prevista en la ley para un caso similar (ver infra III.B), los peticionarios responden que las presuntas víctimas piden ser tratados igual que a los agentes de Hipódromos y a los agentes y ex agente de Casinos ya que a todos se les efectuaron los mismos descuentos y sólo a las presuntas víctimas no les fueron devueltos.
21. Frente al alegato del Estado sobre la prescripción de la acción (ver infra III.B), responden que su derecho de acción judicial no estaría prescrito dado que: (i) la acción judicial contra la Resolución administrativa fue interpuesta dentro del plazo de 90 días previsto por ley
; (ii) el Decreto No. 1327/86 reconoció el derecho al pago de los empleados de Casinos en aplicación del plazo prescriptivo de 10 años; (iii) el plazo corre desde el reconocimiento del Estado del derecho de las presuntas víctimas mediante Resolución 712/88 de 9 de junio de 1988, por lo que la acción judicial habría sido interpuesta (el 21 de junio de 1989) un año y dos meses después -incluso dentro del plazo de 2 años de la LCT-; y (iv) la demanda judicial se habría interpuesto poco después de tres meses del alegado reconocimiento del Presidente de la Lotería Nacional de la deuda reclamada de 9 de marzo de 1989.  
22. Asimismo, alegan que las Resoluciones 77 y 78 de 1988 establecerían que correspondía “limitar el reconocimiento de legítimo abono a los créditos no prescriptos” y que la doctrina agregada en el pleito Palamara y otros por el Procurador del Tesoro Nacional establece que “resulta inmoral que el Estado Nacional oponga la defensa de prescripción”.  Sostienen la aplicación de los principios de la prevalencia de la norma más favorable a la persona, la irreversibilidad y la progresividad social e individual, así como el concepto del bien común.  
23. En respuesta al alegato del Estado respecto a la impericia procesal de los peticionarios (ver infra III.B) los peticionarios responden que 
el Gobierno agravia mucho a las víctimas cuando, primero les retiene una parte de sus salarios; luego los excluye de la devolución […], y por último les dice que no saben, que carecen de pericia y que, en definitiva, no tienen derecho a reclamar el pago pese a que, […] acepta que ha realizado los descuentos ilegales, que esas sumas se las devolvió sólo a las personas que estaban en actividad y que excluyó a los ex agentes por, casualmente, haber dejado la función o el servicio en la Gerencia de Hipódromos.
24. Alegan que el Poder Judicial violó los derechos de las presuntas víctimas al debido proceso; a ser oído; así como a obtener una sentencia fundada en la ley, y que no se habría pronunciado sobre la nulidad demandada.  Consideran que la independencia e imparcialidad del tribunal significa que su decisión sea objetiva y que se elimine la subjetividad y discrecionalidad.  Considera que las sentencias del Poder Judicial fueron arbitrarias e ilegales.  Alegan la violación de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana.  Asimismo, sostienen que se ha violado el derecho a obtener una pronta resolución, dada la demora de 10 años en resolver en sede judicial.  

25. Frente al alegato del Estado en relación a que la petición persigue la revisión de una sentencia adversa a sus intereses (ver infra III.B), responden que su petición versa sobre las violaciones tanto cometidas por el Poder Ejecutivo y Judicial a la Convención Americana.

26. Asimismo, alegan la violación del derecho a una justa retribución establecida en el artículo 7.a) del Protocolo de San Salvador y la violación al derecho a la propiedad establecida en el artículo 21 de la Convención Americana, por la supuesta retención de los salarios.
B.
Posición del Estado

27. El Estado alega que la petición es inadmisible dado que no se han configurado violaciones a la Convención Americana.  Alega que en el proceso judicial no se habrían violado las garantías del debido proceso, que la petición persigue la revisión de una sentencia adversa a los intereses de las presuntas víctimas y que la Comisión no es un tribunal de alzada.  Sostiene además que el traslado de la petición al Estado es extemporáneo al haberse realizado dos años después de su presentación ante la CIDH.  

28. Como antecedentes el Estado señala que el personal de la Lotería Nacional, recibe "premios o bonificaciones a la productividad
" que al formar parte de su salario, estarían sujetas a tributación previsional o jubilatoria.  Indica que los agentes en actividad de Casinos e Hipódromos, al efectuársele retenciones por los aportes previsionales que correspondían a la empleadora, reclamaron su devolución y la obtuvieron a través de una nómina de reintegro mediante Resoluciones Ministeriales
.  

29. Alega que en cambio, las presuntas víctimas, como ex-agentes de Hipódromos, no estuvieron incluidos en dicha nómina.  El 21 de junio de 1989, las presuntas víctimas habrían interpuesto acciones judiciales tendientes al reintegro, ante el Juzgado Nacional de 1ra Instancia del Trabajo No. 59.  Alega que los peticionarios reclamaron la "Bonificación por Productividad' en el periodo comprendido entre el 1˚ de junio de 1975 y el 30 de noviembre de 1980, y entre el 1˚ de noviembre de 1984 y el 30 de noviembre de 1986.  

30. El Estado habría interpuesto una excepción por prescripción, en base al artículo 256 de la LCT que establece el plazo de dos años para la prescripción de las acciones relativas a créditos provenientes de las relaciones individuales de trabajo
.  

31. La demanda de las presuntas víctimas habría sido rechazada el 29 de agosto de 1987 dado que los créditos reclamados se encontraban prescritos al momento de la presentación de su demanda que cuenta desde el 30 de noviembre de 1986.  Alega que la Sala II de la Cámara Nacional de Apelaciones de Trabajo confirmó la decisión anterior y que el recurso extraordinario no fue concedido por la CSJN. 

32. Alega que sólo una demanda judicial interrumpe el plazo de prescripción, no así el reclamo administrativo.  Sostiene que los peticionarios pudieron haber interpuesto un amparo judicial por mora contra la administración si consideraban que de no resolverse su reclamo administrativo podía sobrevenir la prescripción de la acción, el cual hubiera tenido efecto en relación a la prescripción de la acción.  En vista de esto, el Estado sostiene la falta de pericia procesal por parte de las presuntas víctimas.  

33. Frente al alegato de los peticionarios en relación a una diferencia en el trato con los agentes en actividad de Casinos e Hipódromos, considera que no se violó el principio de igualdad ante la ley por cuanto no correspondía extender por analogía, a los accionantes, un reconocimiento de derechos prescritos.  Alega que se adoptó un criterio diferente basado en que: (i) los ex agentes no se encontraban incluidos en la nómina del personal dado que los representantes de los empleados solicitaron la devolución de los aportes sólo para los empleados en actividad y (ii) los ex agentes interpusieron tardíamente la demanda.  

34. Al respecto, sostiene que “el reconocimiento de créditos prescritos debe limitarse a los personas expresamente mencionadas en las disposiciones normativas mencionadas y no cabe extenderlo a los actores quienes no se hallan incluidos en la citada norma”, dado que existía una circunstancia objetiva que diferenciaba a los actores del personal incluido en la nómina, que era la subsistencia del vínculo a la fecha del reconocimiento, en relación a los empleados en actividad de Casinos e Hipódromos.  Añade que la exigibilidad de igualdad de trato se encuentra condicionada a la igualdad de circunstancias y que no es discriminatoria la diferenciación que se sustenta en una pauta objetiva que responda a principios de bien común. 
35. El Estado sostiene que la queja de los peticionarios radica en su disconformidad con la sentencia dictada a la que tachan de arbitraria.  Alega que las presuntas víctimas pudieron ejercer ampliamente su derecho al debido proceso legal y a la debida protección judicial y que no lo hicieron.  Indica que ante recursos idóneos y eficaces, los peticionarios optaron por no accionar, por lo que no pueden agraviarse por el resultado razonable y previsible de la tardía protesta en sede judicial.

36. Alega que lo que se persigue es la revisión de una sentencia adversa asignando a la Comisión una función homologable a la de un tribunal de alzada o de revisión que sanee las consecuencias fatales de la inacción, y que modifique la situación de las presuntas víctimas que perdieron el derecho a reclamar en la especie por el transcurso del tiempo.  Sostiene que la Comisión es un órgano de carácter subsidiario y no puede revisar sentencias de tribunales nacionales dictadas aplicando las debidas garantías judiciales, a menos que considere que se haya violado la Convención Americana.  Alega que la Comisión no puede actuar como una cuarta instancia luego de que la justicia argentina se expidió en tres instancias.

IV. ANÁLISIS

A.
Competencia ratione personae, ratione loci, ratione temporis y ratione materiae de la Comisión

37. El peticionario está legitimado para presentar una petición ante la Comisión conforme a lo previsto en el artículo 44 de la Convención Americana.  La petición señala como presuntas víctimas a personas individuales con respecto a quienes el Estado ha asumido el compromiso de respetar y garantizar los derechos reconocidos por la Convención Americana y el Protocolo de San Salvador.  En cuanto al Estado, la Comisión toma nota de que Argentina es un Estado parte de la Convención Americana desde el 5 de septiembre de 1984 y del Protocolo de San Salvador desde el 23 de octubre de 2003, fechas en las que depositó sus instrumentos de ratificación.  Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.
38. La Comisión tiene competencia ratione loci para considerar la petición, ya que en ésta se alegan violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana y en el Protocolo de San Salvador ocurridos dentro del territorio de un Estado parte de estos instrumentos.  La CIDH tiene competencia ratione temporis en relación a cada instrumento sobre los hechos posteriores a su entrada en vigencia para el Estado, respectivamente.  
39. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae porque en la petición se aducen violaciones de derechos humanos protegidos por la Convención Americana.  
B.
Requisitos de admisibilidad

1. Agotamiento de los recursos internos

40. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana exige el previo agotamiento de los recursos disponibles en la jurisdicción interna conforme a los principios de derecho internacional generalmente reconocidos, como requisito para la admisión de reclamos sobre la presunta violación de la Convención Americana.  Por su parte, el artículo 46.2 de la Convención prevé que el requisito de previo agotamiento de los recursos internos no resulta aplicable cuando (i) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; (ii) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos a la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; o (iii) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.
41. Según lo establece el Reglamento de la Comisión, y lo expresado por la Corte Interamericana, toda vez que un Estado alega la falta de agotamiento de los recursos internos por parte de los peticionarios, tiene la carga de identificar cuáles serían los recursos a agotarse y demostrar que los recursos que no han sido agotados resultan “adecuados” para subsanar la violación alegada, vale decir que la función de esos recursos dentro del sistema del derecho interno es idónea para proteger la situación jurídica infringida
.
42. Al respecto, el Estado no sostiene propiamente la falta de agotamiento de los recursos internos sino que las presuntas víctimas pudieron haber interpuesto un amparo judicial por mora contra la administración a fin de interrumpir el plazo de prescripción de dos años que cuenta desde el 30 de noviembre de 1986 y alega la falta de pericia judicial de los peticionarios.  Por su parte, los peticionarios sostienen que para demandar al Estado se requiere haber agotado el reclamo administrativo y que éste habilitó la instancia judicial, dado que estaban recurriendo la nulidad de una resolución administrativa.  Alegan que los recursos internos se agotaron con la sentencia que denegó el recurso de queja de la CSJN de 19 de agosto de 1999, notificada el 2 de septiembre del mismo año.
43. La Comisión observa que el objeto de la presente petición se refiere al supuesto efecto discriminatorio que afectaría a las presuntas víctimas.  Concretamente, la petición cuestiona decisiones judiciales que serían arbitrarias, no decidirían la nulidad y revocatoria de la resolución administrativa reclamada y afectarían los derechos fundamentales de las presuntas víctimas a las garantías judiciales, la protección judicial, la igualdad ante la ley y la propiedad privada.  

44. La Comisión nota que tras la emisión de la Resolución No. 936 de mayo de 1989
, los peticionarios habrían demandado judicialmente su nulidad y revocatoria en junio 1989.  Dicha demanda habría sido rechazada en agosto de 1997 por la prescripción de la acción.  Los peticionarios habrían apelado esta decisión en octubre de 1997, tras lo cual se habría confirmado la decisión inicial.  Las presuntas víctimas habrían presentado un recurso extraordinario ante la CSJN contra dicha decisión, el cual les habría sido negado.  Los peticionarios habrían presentado un recurso de queja contra dicha denegatoria, el cual habría sido desestimado en agosto de 1999, decisión que habría sido notificada el 2 de septiembre de 2000. 

45. La Comisión nota que los peticionarios no habrían agotado oportunamente los recursos jurisdiccionales contra la resolución de mayo de 1989, por lo que agotaron indebidamente los recursos internos.  Por lo tanto, dadas las características de la presente petición, la Comisión considera que la petición no cumple con el requisito establecido en el artículo 46.1.a) de la Convención Americana.  

46. La Comisión se abstiene, por sustracción de materia, de examinar los demás requisitos de admisibilidad previstos en la Convención Americana
.

V. CONCLUSIONES

47. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, la Comisión considera que la petición es inadmisible de conformidad con el artículo 47.a) de la Convención Americana, dado el agotamiento indebido de la jurisdicción interna y en consecuencia, 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:

1. Declarar inadmisible la petición bajo análisis, conforme al artículo 47.a) de la Convención Americana.

2. Notificar esta decisión al Estado y a los peticionarios.

3. Publicar esta decisión e incluirla en el Informe Anual, a ser presentado a la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 5 días del mes de noviembre de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
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� Ver Anexo 1. Listado de presuntas víctimas.


� Los peticionarios indican que dicha bonificación está establecida en el Convenio Colectivo de Trabajo entre la Lotería Nacional y la Asociación Gremial del Personal de Hipódromos CCT No. 68/75. El CCT No. 67/75 corresponde al personal de Casinos.


� Art. 10: Toda acción personal por deuda exigible se prescribe por diez años, salvo disposición especial. Igual plazo regirá para interponer la acción de nulidad, trátese de actos nulos o anulables, si no estuviere previsto un plazo menor.


� Los peticionarios indican que dichas suman son las mismas que habrían sido devueltas a los agentes y que son intereses equivalen a US$20,000 por persona.


� De información provista por los peticionarios se desprende que la excepción se habría planteado en base al artículo 256 de la Ley de Contrato de Trabajo que establece el plazo de dos años para la prescripción de las acciones relativas a créditos provenientes de las relaciones individuales de trabajo.


� De información provista por los peticionarios la Sala habría destacado “la existencia de una virtual uniformidad de criterio en la materia debatida, habiéndose expedido en idéntico sentido al propuesta la Sala I, en los autos “Calicho, Ricardo F. y otros c/ Ministerio de Salud y Acción Social – Lotería Nacional” […], la Sala III en los autos Gómez, Rodolfo y otros c- Lotería Nacional Explotación Hipódromo” […], la Sala V, en los autos “Storti, Hugo O. c/ Lotería Nacional S.E.” […] y la Sala VI, en los autos “Cuneo, José c/Lotería de Beneficencia nacional y Casinos”. Anexos a la petición.


� Art. 14. – Una vez radicado un juicio ante los Tribunales de Provincia, será sentenciado y fenecido en la jurisdicción provincial, y sólo podrá apelarse a la Corte Suprema de las sentencias definitivas pronunciadas por los tribunales superiores de provincia en los casos siguientes:


1° Cuando en el pleito se haya puesto en cuestión la validez de un Tratado, de una ley del Congreso, o de una autoridad ejercida en nombre de la Nación y la decisión haya sido contra su validez.


2° Cuando la validez de una ley, decreto o autoridad de Provincia se haya puesto en cuestión bajo la pretensión de ser repugnante a la Constitución Nacional, a los Tratados o leyes del Congreso, y la decisión haya sido en favor de la validez de la ley o autoridad de provincia.


3° Cuando la inteligencia de alguna cláusula de la Constitución, o de un Tratado o ley del Congreso, o una comisión ejercida en nombre de la autoridad nacional haya sido cuestionada y la decisión sea contra la validez del título, derecho; privilegio o exención que se funda en dicha cláusula y sea materia de litigio.


Art. 15. – Cuando se entable el recurso de apelación que autoriza el artículo anterior, deberá deducirse la queja con arreglo a lo prescripto en él, de tal modo, que su fundamento aparezca de los autos y tenga una resolución directa e inmediata a las cuestiones de validez de los artículos de la Constitución, leyes, Tratados o comisiones en disputa, quedando entendido, que la interpretación o aplicaciones que los tribunales de provincia hicieren de los códigos Civil, Penal, Comercial y de Minería, no dará ocasión a este recurso por el hecho de ser leyes del Congreso, en virtud de lo dispuesto en el inciso 11, artículo 67 de la Constitución. Anexos a la petición.


� Los peticionarios citan el art. 25 de la Ley de Procedimientos Administrativos No. 15549.


� El Estado indica que este régimen de incentivos fue establecido en los Convenios Colectivos de Trabajo No. 67/75 y 68/75 que rigen a los empleados en actividad jornalizados y mensualizados del Hipódromo argentino.


� El Estado indica que el reintegro de las retenciones en concepto de contribución patronal sobre la “bonificación a la productividad” se realizó a través de las Resoluciones Ministeriales Conjuntas No. 77/88 y 78/88 de 12 de abril de 1988 para aquellos empleados que a ese momento revistaban en la Gerencia de Hipódromos.  El reintegro de los empleados de casinos se habría hecho con anterioridad.


� El Estado se refiere al Art. 256.-- Prescriben a los dos (2) años las acciones relativas a créditos provenientes de las relaciones individuales de trabajo y, en general, de disposiciones de convenios colectivos, laudos con eficacia de convenios colectivos y disposiciones legales o reglamentarias del derecho del trabajo. Esta norma tiene carácter de orden público y el plazo no puede ser modificado por convenciones individuales o colectivas. (Ley 20.744).


� Artículo 31(3) del Reglamento de la Comisión. Ver también Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez, Sentencia del 29 de julio de 1988, párr. 64.


� Dicha resolución habría resuelto el procedimiento administrativo iniciado en 1975.


� CIDH, Informe No. 135/09, Petición 291-05, Jaime Salinas Sedó (Perú), 12 de noviembre de 2009; Informe No. 42/09, Petición 443-03, David José Ríos Martínez (Perú), 27 de marzo de 2009; Informe No. 87/05, Petición 4580/02, Ricardo Antonio Cisco Ferrer (Perú), 24 de octubre de 2005; Informe No. 73/99, Ejido "Ojo de Agua", Caso 11.701 (México), 4 de mayo de 1999; Informe No. 24/99, Caso 11.812, Ramón Hernández Berríos y otros (México), de 9 de marzo de 1999; e Informe No. 82/98, Caso 11.703, Gustavo Gómez López (Venezuela), 28 de septiembre de 1998, entre otros. 
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